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SEÑOR PRESIDENTE (Perdomo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida al señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Eduardo Brenta, a la Subdirectora Nacional 
de Seguridad Social, señora Ivonne Pandiani, y a los señores Álvaro Rodríguez y Álvaro 
Brunini, asesores. 


La Comisión ha solicitado su presencia para referirse a dos proyectos que ha 
enviado el Poder Ejecutivo, que han sido aprobados en el Senado de la República e 
ingresado a estudio de este Cuerpo en los meses de julio y agosto de este año. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Estamos agradecidos 
por la invitación, porque en esta Comisión hay dos proyectos que son de sumo interés 
para el Ministerio, para el Gobierno en general y, seguramente, para los beneficiarios. 


Manteniendo el orden de tratamiento que la Comisión sugirió, primero, nos 
referiremos al proyecto vinculado con la generación de la compatibilidad con la actividad 
bajo la misma afiliación, que regula el proyecto de jubilación por industria y comercio. 


Este es un planteo realizado originalmente por las Cámaras Empresariales, 
fundamentalmente por la Cámara de Industrias del Uruguay y está vinculado a un 
fenómeno que todos conocemos, como es la situación del mercado de trabajo uruguayo, 
que hace que, por un lado, enfrentemos el nivel de desempleo más bajo que registra la 
historia y, por otro, que existan áreas importantes de la actividad productiva en las cuales 
hay una notoria insuficiencia de mano de obra calificada. En virtud de esta situación, 
recibimos planteos respecto a la posibilidad de que en el marco del Diálogo Nacional 
sobre Seguridad Social, del que participa el conjunto de los actores sociales y políticos 
-porque también participan los partidos políticos-, se analizara este tema y se evaluara la 
posibilidad de adoptar una medida que permitiera que los jubilados de industria y 
comercio, que son notoriamente el núcleo más importante de jubilados, pudieran realizar 
actividades laborales compatibles con el cobro de su jubilación. 


En Uruguay, la incompatibilidad es relativa porque es con relación a la misma Caja. 
Por ejemplo, los jubilados de la Caja Militar o Policial pueden trabajar en industria y 
comercio, pero no así los trabajadores jubilados de este sector, que por una razón de 
edad, cuando se retiran les resulta imposible trabajar en áreas vinculadas con la 
seguridad o la defensa nacional y tampoco pueden hacerlo en el mismo sector en el cual 
se desarrollaron. Entonces, vimos una oportunidad que nos pareció muy importante, que 
era la de asociar este tema con otro que también importa, que es la existencia de un 
colectivo de jóvenes que -por razones que no vamos a detallar ahora, pero que también 
son por todos conocidas- se ha desafiliado del sistema educativo y, al mismo tiempo, 
carece de las capacidades básicas para ingresar al mercado de trabajo. Ante esta 
situación -que también fue debatida públicamente durante algún tiempo y que motivó la 
generación de algunas políticas de parte del Gobierno, llevadas adelante en conjunto por 
nuestro Ministerio, por el Mides y otros organismos públicos-, nos pareció una buena 
oportunidad, tomando algunos ejemplos internacionales, permitir que el trabajador 
jubilado pudiera desarrollar su tarea, con una serie de limitantes y siendo esta compatible 
con el cobro de la jubilación, constituyéndose, al mismo tiempo, en un trabajador que 
aportara a la formación y capacitación fundamentalmente de los jóvenes, pero también 
del conjunto de los trabajadores de la empresa a la cual se integrara. 


En el marco del diálogo, hubo distintas propuestas de cómo llevar adelante esta 
iniciativa. Si bien había un acuerdo generalizado de que era positiva, era necesario 
establecer un conjunto de parámetros para que funcionara. Uno de los principales tenía 
que ver con que el mecanismo fuera ágil y fácil de utilizar por parte de los empresarios, 
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sin que esto significara la pérdida de ninguna clase de derecho para los jubilados, es 
decir que no fuera un mecanismo engorroso, porque a veces los mecanismos más 
elaborados y perfectos terminan siendo impracticables. Hay muchos ejemplos de 
iniciativas que en el papel se ven expresadas de una forma muy acertada desde el punto 
de vista de los requisitos, procedimientos, trámites que hay que realizar, pero esto hace 
que luego el empresario termine recurriendo al mecanismo más rápido y no utilice las 
herramientas. Quizás alguna experiencia de la ley sobre empleo juvenil de años 
anteriores es una demostración de este tipo de cosas, que están bien formuladas, pero 
que después, si el sector empresarial no las usa, no sirven para nada. En virtud de esto, 
tuvimos distintos niveles de discusión. En este período de Gobierno, estamos ante el 
primer producto del marco del Diálogo Nacional sobre Seguridad Social y, lejos de estar 
muerto -como se ha expresado en alguna nota periodística en los últimos tiempos-, 
creemos que este proyecto es cada vez más necesario, porque las cifras vinculadas con 
el desempleo han continuado descendiendo en los últimos meses y, por lo tanto, urge la 
aprobación de este mecanismo. 


¿Cuáles son los aspectos centrales del proyecto, sin perjuicio de entrar luego en 
algunos detalles que sean de interés de la Comisión? Los aspectos centrales tienen que 
ver, primero, con la eliminación de la incompatibilidad, es decir, todo trabajador jubilado 
de industria y comercio podrá trabajar, en determinadas condiciones, con un régimen 
horario determinado, cobrando el laudo correspondiente a la categoría con la cual se 
retiró, obviamente, aportando a la seguridad social, con la garantía de que cuando 
regrese a la seguridad social -porque sabemos que hay un acotamiento del tiempo en el 
cual el jubilado puede reinsertarse en la actividad económica- percibirá, como mínimo, la 
jubilación que tenía al retirarse, con los ajustes correspondientes, porque podría suceder 
que alguien que se retire y vuelva cobre una jubilación inferior. En este caso, se establece 
esa garantía. 


Asimismo, se prevé una especie de premio, de compensación adicional, que el 
Banco de Previsión Social otorgará cuando el jubilado decida definitivamente no volver 
más a la actividad laboral. 


Sin duda, como se habrá visto, el proyecto tiene unos cuantos artículos -creo que 
dieciocho- y la gran mayoría establece normas, por ejemplo, que la compatibilidad en 
cualquier rama de actividad la deberá autorizar el Poder Ejecutivo, para que no se habilite 
en áreas donde haya caída de la actividad económica, exceso de trabajadores, sino que 
se atienda la demanda de aquellos sectores donde se haya demostrado claramente una 
insuficiencia de mano de obra calificada. 


Todo el proyecto fue producto de un acuerdo y una negociación bastante trabajosa 
entre los actores sociales, trabajadores, jubilados y empresarios. La habilitación está 
pensada para personal calificado, para desempeño de tareas de personal superior, 
obviamente, personal que tenga nivel de calificación que cubra ese déficit de mano de 
obra calificada y, además, posea las capacidades para transferir conocimiento a los 
jóvenes que sean contratados en este marco. 


Haciendo historia del proceso de elaboración del proyecto, podemos decir que se 
evaluó la necesidad de que la empresa, en forma simultánea a la contratación de un 
jubilado, tomara un joven proveniente de los cursos de formación y capacitación de todas 
las entidades donde esté presente el Estado para asegurar transferencia. En ese sentido, 
podría ser INEFOP -donde el Estado es minoría, pero está-, el Consejo de Capacitación 
Profesional, de la Universidad del Trabajo del Uruguay o de instituciones de otras 
características. Sin embargo, advertimos que la simultaneidad era un gran problema, 
porque sería difícil encontrar un jubilado dispuesto a acceder a puestos de trabajo en 
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estas condiciones y, al mismo tiempo, a alguien que egresara de los programas de 
formación y capacitación en la misma área. Entonces, establecimos un plazo para que la 
empresa que contrate un jubilado esté dispuesta a aceptar en el correr de un año a un 
joven que realice una pasantía laboral, durante determinado lapso, que está detallado en 
el proyecto, con toda la cobertura de seguridad social para uno y otro, igual que el resto 
de los trabajadores. 


Esta herramienta tiene, obviamente, algunas limitantes. Por ejemplo, el número de 
jubilados no podrá superar el 10% de la plantilla y no podrá haber envíos al seguro de 
paro en los lapsos que se especifican en el proyecto. Tratamos de que esta herramienta 
no sea mal utilizada, para que no se sustituyan trabajadores en actividad por jubilados, y 
por eso se toman estos recaudos. 


El proyecto estuvo bastante tiempo en el Senado de la República, francamente, más 
del que esperábamos, porque la urgencia ha sido planteada con reiteración por los 
actores sociales y se agudiza; además existe consenso entre todos los actores del mundo 
del trabajo de la necesidad de impulsar todas las formas de promoción de formación y 
capacitación profesional, y esta es una de ellas. Por ejemplo, como se sabe, hemos 
elaborado un decreto, junto con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, para 
complementar un seguro de paro especial para los trabajadores del sector citrícola, 
producto de las fuertes heladas que el país padeció hace unos meses, que produjeron 
una enorme pérdida en el sector. Por eso, se va a aprobar un seguro de desempleo 
especial, pero condicionado a la obligación del trabajador de participar en los cursos de 
capacitación y formación, mientras esté en el seguro de desempleo. En estos programas 
participarán las empresas más importantes del sector, porque el abordaje de un programa 
de capacitación, que puede llegar a incluir a 4.000 trabajadores, evidentemente, implica el 
involucramiento de estas empresas. Ya contamos con que las principales empresas del 
sector han mostrado su disposición a colaborar. En este escenario, con la aprobación de 
este proyecto, perfectamente podríamos recurrir a trabajadores de estas características 
para que colaboraran con una iniciativa que representará un gran desafío para las 
instituciones de capacitación, porque implica agregar, de una vez, a tres mil o cuatro mil 
personas, puesto que no es posible prever los fenómenos climáticos en estos términos. 
Este ejemplo -creo que podríamos recurrir a muchos otros- muestra que el Uruguay debe 
disponer de una herramienta de este tipo, así como de otras que estamos discutiendo en 
el marco del diálogo nacional sobre seguridad social, como la posibilidad de habilitar 
mecanismos de jubilación parcial. Esta herramienta ya existe en países europeos y, en 
función de su aplicación, el trabajador se desvincula en forma parcial de la actividad 
laboral. Por ejemplo, se jubila por el 50% y luego va avanzando; esto se hace en forma 
paralela con la incorporación de un trabajador joven, que va adquiriendo el conocimiento 
y la capacitación en el mundo del trabajo. 


Estamos convencidos de que, más allá de que hay que fortalecer los programas de 
formación, tanto en la educación formal como en la no formal, también hay una educación 
que se da en la empresa, que no puede ser sustituida por otras herramientas. En este 
marco, contar con un trabajador calificado, cuyo rol principal será colaborar en los 
procesos de formación de los jóvenes, es un aporte fundamental en un momento en el 
que el mercado laboral está fuertemente tensionado en términos de recursos humanos 
calificados. 


Estos son los fundamentos conceptuales que ameritan la presentación de este 
proyecto y la solicitud de que los parlamentarios, en la medida de sus posibilidades, le 
den la aprobación más rápida posible. Hay que tener en cuenta que esta iniciativa tiene 
un nivel de consenso muy importante en el ámbito social -como mencioné al principio, fue 
pactado, acordado y negociado con todos los actores-, que en el ámbito político 
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participaron del diálogo todos los partidos y, si no me equivoco, en el Senado fue 
aprobado por unanimidad. Todo esto es indicador de un consenso muy importante en 
torno a esta iniciativa. 


Estos son los aspectos que nos parecen destacables. Si al señor Presidente le 
parece bien, podemos empezar a contestar las preguntas y a hacer las aclaraciones que 
resulten necesarias para despejar dudas con respecto a la iniciativa. 


SEÑOR ABDALA.- Me sumo a la bienvenida al señor Ministro. 


Quiero formular alguna consulta con relación a las perspectivas que pueda tener la 
aprobación de este proyecto de ley, no en cuanto a la factibilidad de su aprobación -que 
diría que es alta, en la medida en que ya tiene media sanción y es notorio que hay 
voluntad política en esta Cámara para completar el trámite parlamentario- sino, 
fundamentalmente, a los resultados que el Gobierno espera tener y a la expectativa que 
pueda generar en el sector privado. 


En los últimos días hubo algunos trascendidos de prensa en el sentido de que el 
entusiasmo inicial de parte del sector patronal habría sido reemplazado por una especie 
de enfriamiento o por mayor escepticismo, supongo que asociado a la dilación en cuanto 
a la definición de este instrumento. Hubo manifestaciones públicas en ese sentido de 
parte de distintos dirigentes empresariales y de la Directora Elvira Domínguez, que 
representa al sector empresarial en el BPS. 


Se ha dicho que el proyecto persigue una buena solución -en la que seguramente 
todos estamos de acuerdo-, que consiste en darle la oportunidad de seguir trabajando a 
quien todavía se encuentra en condiciones físicas y mentales de hacerlo, aun cuando se 
haya acogido a los beneficios de la jubilación, y también se le permite a la empresa 
contar con trabajadores experientes que se desempeñen en cargos superiores de la 
empresa y puedan preparar a los más jóvenes. Una de las objeciones que se interponen 
-seguramente con la mejor buena fe- es la de que la propuesta legal tendría un carácter 
en exceso reglamentarista. Esto tiene que ver con todas las condiciones que el Ministro 
ha venido desgranando, entre las que está la aprobación previa del Poder Ejecutivo, la 
aquiescencia de las organizaciones gremiales de la respectiva rama de actividad, los 
aspectos relacionados con la evolución del producto bruto interno y, en especial, la 
exigencia de contratar a un trabajador joven, dentro de determinados plazos y por 
determinados tiempos mínimos. Esto parecería sugerir que, por un lado, a las empresas 
se les ofrece una herramienta pero, para poder acceder a ella, se establece una serie de 
cargas que, en el balance, puede terminar desalentando la visión favorable que 
inicialmente había con respecto a una solución de estas características. Por eso la 
pregunta concreta tiene que ver con las expectativas que el Gobierno mantiene en cuanto 
a los resultados de la aplicación de este mecanismo. 


Nosotros tenemos una disposición favorable y seguramente vamos a acompañar 
esta iniciativa, pero aspiraríamos a que funcionara. No se trata de aprobar leyes por el 
mero hecho de sancionarlas y que después resulten siendo letra muerta, que no tengan 
aplicación práctica ni ayuden a mejorar la realidad. Esto es lo que a la hora de legislar 
también nos tiene que interesar, más allá de lo que surge teóricamente de la estructura 
normativa de cualquier proyecto. 


Aunque pueda parecer contradictorio, la segunda consulta tiene que ver con 
aspectos vinculados con la regulación del proyecto que apunta a prevenir las conductas 
deshonestas, como podría ser la de aprovechar este instrumento para bajar costos. Creo 
que esto debería prevenirse, pero me pregunto cómo. Una hipótesis que podría llegar a 
darse es que un trabajador de larga trayectoria dentro de una empresa, que accedió a los 
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niveles superiores de conducción, que está consustanciado con la firma y se encuentra 
en inmejorables relaciones con sus Directores, podría pactar una salida aparente y un 
reingreso por esta vía. Con respecto a esta alternativa específica no advierto una norma 
preventiva. Sí hay prevenciones de carácter muy general y, sobre todo, exigencias en 
cuanto a la contratación de un joven como carga para acceder al beneficio. Pero en la 
medida en que estamos hablando de personal superior, tal vez ese tipo de situaciones 
puedan llegar a generarse. Insisto: se puede dar el caso de que un trabajador acceda a 
jubilarse y a reingresar luego por este mecanismo. 


El proyecto que el Diputado Mañana presentó oportunamente en nombre del Partido 
Nacional -que se propone alcanzar el mismo objetivo que este- contiene una norma 
específica sobre ese aspecto y, a mi juicio, resolvía bastante bien la situación. 


En principio, estas son las dos consultas que quería hacer: una de carácter general, 
sobre el exceso o no de los criterios reglamentaristas -lo que he advertido en la 
perspectiva del sector privado- y otra con respecto a esa hipótesis que eventualmente 
podría llegar a darse. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Precisamente, había 
comenzado la intervención refiriéndome a algunas expresiones públicas respecto a la 
pérdida de expectativas en relación al proyecto y manifesté que esa no era nuestra visión. 


Si mal no recuerdo, quien tomó la iniciativa en esto fue la Cámara de Industrias, que 
planteó las carencias de mano de obra calificada en amplios sectores de actividad 
económica como un elemento persistente. No me refiero solo a las competencias 
laborales, sino a algo que va adquiriendo relevancia mayor en la medida en que, por 
suerte, cada vez trabaja más gente: las capacidades transversales, que tienen que ver 
con el conocimiento de las reglas de juego que hay que cumplir en el mundo del trabajo, 
elementos básicos como llegar en hora o ir a trabajar todos los días. Se trata de recrear 
una cultura del trabajo que durante muchos años se perdió en muchos sectores de la 
sociedad que estaban excluidos del mundo del trabajo. Hoy esos son los problemas más 
importantes que manifiestan los empresarios. 


En determinados sectores de la población -que no quiero estigmatizar- y en muchas 
empresas, este problema se expresa como un conflicto laboral, pero está determinado 
por el desconocimiento de las condiciones básicas que el trabajador debe cumplir, por 
ejemplo, obedecer una orden que da un jefe. Estas cuestiones que damos por obvias no 
lo son, mucho más cuando han ingresado al mercado de trabajo personas que hacía 
mucho tiempo que no trabajaban, algunas que nunca trabajaron y otras que lo hicieron 
históricamente en la informalidad. 


Hay que tener en cuenta que teníamos 950.000 trabajadores cotizantes a la 
seguridad social en el año 2004 y hoy tenemos casi 1:500.000. El otro día 
conversábamos con representantes de la Cámara de la Construcción en cuanto a que 
resulta claro que en ese ramo hay una presencia muy importante de personas que nunca 
trabajaron antes. Hace unos años, la construcción tenía 35.000 trabajadores y hoy tiene 
más de 70.000 cotizantes, y hay una cantidad importante de puestos de trabajo 
indirectos. 


La capacitación y formación no solo refieren a lo que uno piensa en términos 
tradicionales, sino a lo que puede aportar un trabajador con larga experiencia en el 
mundo del trabajo en materia de hábitos, de conceptos y de formación general. Esto es 
muy importante y muy valorado por todos los actores del mundo del trabajo. Es muy 
importante para los empresarios, pero también para los sindicatos, porque muchas veces 
estos enfrentan situaciones "conflictivas" -entre comillas; no quiero citar ejemplos 
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concretos, pero cuando uno comienza a analizar advierte que, más que una 
reivindicación tradicional, se trata de problemas de relacionamiento y de organización-, 
que devienen de la ausencia de cultura laboral en muchos sectores de la sociedad 
uruguaya. 


Francamente, creo en la importancia de lo que puedan aportar colectivos de 
trabajadores con muchos años de trabajo. Eso es tan válido hoy como meses atrás, a 
pesar de que habría aspirado a que este proyecto tuviera un tratamiento mucho más ágil 
desde el punto de vista parlamentario. Más allá de eso, es en el Parlamento donde radica 
la soberanía. 


Por otra parte, me parece importante recalcar que hay un porcentaje de jubilados 
que trabajan en la informalidad. Ese es otro aspecto en el que este proyecto de ley 
significa un aporte. La inclusión de esta especie de premio que se otorgaría al retiro 
definitivo es también un incentivo a la formalización, que va en la misma línea en que 
hemos trabajado, generando herramientas nuevas como la del monotributo para 
promover la formalización de sectores que se encontraban en la informalidad absoluta o 
con altos niveles de informalidad. También hay un contingente de jubilados, que se 
estima en 40.000, que trabajan en la informalidad debido a que, más allá de que deseen 
formalizarse, no pueden hacerlo porque hay una incompatibilidad, va más allá de la 
coyuntura y de los elementos puntuales que hemos puesto sobre la mesa y que hoy 
están, pero dentro de un tiempo puede que no existan. Francamente, nos parece una 
injusticia que este colectivo de trabajadores de industria y comercio sean los únicos 
inhabilitados para trabajar. Los otros, porque se retiran antes o por otras razones, tienen 
esa posibilidad. Eso ocurre con los retirados policiales o militares que trabajan en áreas 
de industria y comercio, pero no es posible la inversa. 


Buena parte de la discusión refiere a cuán reglamentarista debería ser el proceso. 
Hoy, una empresa, simplemente haciendo una consulta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y a las organizaciones del sector, puede resolver esto en un plazo 
perentorio y no está obligada a contratar. Esto fue algo que se vio en el proceso. 
Originalmente, teníamos la idea de que hubiera simultaneidad en la contratación y luego 
nos dimos cuenta de que no era posible y que teníamos que dar flexibilidad y tiempo. Por 
ello se estableció un año para que efectivamente se compatibilice la presencia del 
jubilado con la del joven. Obviamente, si el joven no cumple con los requisitos básicos en 
la vinculación al trabajo cotidiano, la empresa tiene la potestad de recurrir 
inmediatamente a otro joven. Desde nuestra mirada, generamos la máxima flexibilidad sin 
caer en un descontrol que pudiera terminar en usos indebidos o en la sustitución de 
trabajadores formales por trabajadores jubilados, cosa que, evidentemente, nadie quería. 
Este equilibrio -que siempre se puede entender que tiene inclinación para un lado 
dependiendo de dónde se mire- permitió encontrar un punto donde los empresarios y los 
trabajadores llegaran a un acuerdo. 


Las expresiones de la Directora del BPS nos sorprendieron un poco porque ella 
participó en la discusión y nos hizo ver aspectos que podían constituir trabas para la 
contratación, algunos de los cuales fueron modificados debido a su iniciativa. De manera 
que no comprendo muy bien cuáles fueron sus explicaciones. 


En síntesis, los elementos objetivos permanecen, los trabajadores jubilados que 
trabajan en situación informal son un núcleo que sería muy importante formalizar -creo 
que cuando esto se habilite muchos van a hacerlo sin necesidad de que vayamos a 
inspeccionarlos- y se establece la garantía de que bajo ningún concepto nadie va a 
percibir una jubilación inferior a la del momento del retiro con los ajustes 
correspondientes. Además, el artículo 11 trata de prevenir lo que plantea el señor 
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Diputado Abdala, una suerte de acuerdo entre la empresa y un trabajador con 
responsabilidad gerencial que, eventualmente, podría jubilarse y reingresar por este 
régimen; eso se evita, estableciendo un lapso entre el cese del trabajador y la posibilidad 
de ingresar bajo este régimen. De cualquier forma, si lo hiciera, básicamente, ingresaría 
en las condiciones anteriores, por lo cual tampoco advierto una posibilidad de que se 
haga un mal uso. De todos modos, esa preocupación estuvo y fue considerada, porque lo 
peor que puede pasar con una herramienta de este tipo es que un caso mal utilizado 
termine desacreditando ante la opinión pública toda la herramienta. Esto es lo que no 
queremos que suceda. 


En realidad, las preocupaciones que plantea el señor Diputado Abdala, que son 
legítimas, estuvieron en la agenda, y nosotros entendemos que este es el punto medio de 
acuerdo que hemos alcanzado. Por supuesto, se han tomado previsiones, pero cuando 
esto sea puesto en marcha habrá que analizar si se deben tomar otros recaudos; lo que 
no queremos es exacerbar el criterio de contralor. Actualmente nos suceden este tipo de 
cosas con los programas de empleo asistido porque, pese a que a las empresas se les 
ofrecen oportunidades interesantes en materia de exoneraciones tributarias, por ejemplo 
para la contratación de trabajadores desocupados desde hace tiempo o con dificultades 
para insertarse en el mercado de trabajo, los empresarios, con la coyuntura actual, nos 
responden: "No me compliques con esto; yo tengo mucho trabajo, voy bien y no quiero 
comprarme un problema". Hay una tendencia a no hacer uso de beneficios fiscales 
porque el nivel de actividad hace que el empresario esté interesado en lograr la mayor 
eficiencia. 


Por tanto, con respecto a los programas de trabajo asistido -y algunos otros que 
estamos intentando hacer con el Ministerio del Interior en materia de trabajo para 
personas que están en situación de reclusión o para jóvenes infractores- pese a que, por 
suerte, hay actitudes proactivas en el sentido de sumarse con una visión de futuro un 
poco más amplia, el primer reflejo apunta a manifestar: "Así como estoy, estoy bien". 


Por lo tanto, tenemos claro que si agregáramos elementos regulatorios podríamos 
terminar con una ley espectacular, pero que no use nadie. Esa posibilidad ha estado, y 
por ello retiramos algunos de los planteos que hicimos originalmente y flexibilizamos 
muchos otros. 


En ese sentido, vale la pena recordar lo que sucedió con la ley relativa al trabajo en 
la construcción, que fue aprobada rápidamente por las dos Cámaras de este Parlamento; 
por supuesto, se trataba de un proyecto de ley mucho más simple, aunque 
conceptualmente era igual a este. Y lo que sucedió fue que no se produjo una avalancha 
de trabajadores, pero los que ingresaron ayudaron muchísimo en un sector que es uno de 
los que más sufre este problema. Digo esto porque actualmente en el sector de la 
construcción hay un porcentaje muy importante de trabajadores rurales, los cuales se 
desempeñan en emprendimientos, por ejemplo, el de Montes del Plata, y están 
aprendiendo el trabajo en la obra. De todos modos, creo que esa experiencia fue muy 
gratificante. No sé si ustedes lo recuerdan, pero en determinado período el INEFOP 
capacitó a las personas que ingresaban con jubilados que realizaban tareas de docencia, 
a quienes les otorgó una acreditación; eso influyó mucho en la autoestima de esas 
personas, porque jubilarse no significa transformarse en pasivo. Además, la expectativa 
de vida en Uruguay, por suerte, se ha ido extendiendo, y la gente siente la necesidad de 
seguir participando del mundo laboral, aunque a veces toma la decisión de jubilarse por 
los límites establecidos por la ley. 


SEÑOR ABDALA.- Me queda claro que estamos frente a un tema muy interesante y 
que implica una innovación a nuestro derecho. Por lo tanto, en la medida en que se trata 
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de una solución nueva, a la hora de su construcción admite una suerte de rompecabezas, 
que se puede armar de una u otra forma y llevar un poco más allá o más acá los 
requisitos, las condiciones y los plazos. 


Con relación al artículo 11, si bien hay una traba a esa eventual conducta 
deshonesta del trabajador jubilado y del empresario, parecería que se trata de una 
barrera bastante franqueable, ya que un plazo de seis meses puede considerarse corto, 
teniendo en cuenta esa perspectiva, y no genera demasiadas dificultades a uno ni a otro. 
Según recuerdo, el proyecto del señor Diputado Mañana establecía la prohibición de que 
el trabajador fuera reincorporado en la misma empresa, aunque sí podía hacerlo en la 
misma rama de actividad, en una función similar o equivalente. 


Un aspecto bien interesante a debatir y a analizar es el plazo que surge del artículo 
6*. En realidad, estamos frente a una solución rígida, teniendo en cuenta que se 
establece un plazo de dos años, que es improrrogable. Por lo tanto, cumplido ese tiempo, 
sobrevendría el régimen de incompatibilidad anterior. 


Aclaro que no estoy haciendo juicios de valor, simplemente hago este planteo 
porque sería interesante conocer cuáles fueron los argumentos que llevaron al Poder 
Ejecutivo a establecer un plazo de dos años y no de uno, tres, cuatro o, eventualmente, 
uno de dos años prorrogables. En realidad, si la solución es buena para el trabajador, 
podríamos preguntarnos por qué amputarnos la posibilidad de extenderla más en el 
tiempo a fin de aprovecharla por un lapso mayor. Estoy pensando en los trabajadores que 
se jubilan jóvenes; no olvidemos que la causal jubilatoria en Uruguay comienza a los 
sesenta años de edad -es una de las más bajas del mundo- y, obviamente, un jubilado a 
esa edad, o a los sesenta y cinco años, perfectamente puede estar -muchos lo están- en 
la plenitud de su capacidad física e intelectual. Entonces, teniendo en cuenta esa 
perspectiva, tal vez pueda dársele una opción adicional a ese trabajador, y otorgar a la 
empresa la oportunidad de reintegrar a un empleado que tiene probado y que lo sabe 
bueno a fin de mejorar sus condiciones de competitividad y de organización del trabajo. 


Por otro lado, quisiera hacer una consulta con relación al artículo 3*. 


No me queda demasiado claro lo que establece este artículo con relación a la 
intervención de las organizaciones gremiales, tanto de trabajadores como de 
empresarios. En realidad, no creo que el consentimiento de estas organizaciones deba 
ser preceptivo, porque parece subordinar el mecanismo y hasta la propia voluntad del 
Poder Ejecutivo. Por supuesto, el Parlamento le dará al Poder Ejecutivo la posibilidad de 
otorgar la autorización, pero ello quedará subordinado, en última instancia, a un acuerdo 
de voluntades en el ámbito de los Consejos de Salarios o en el marco de un convenio 
colectivo. Me gustaría saber cuál es el fundamento que se tuvo en cuenta para que ese 
consentimiento fuera indispensable, y por qué no alcanzaba con la sola autorización del 
Poder Ejecutivo, teniendo en cuenta que tiene todos los elementos objetivos de juicio y 
los indicadores que sugieren que en esa rama de actividad es razonable habilitar esta 
instancia. En realidad, no entiendo por qué, además, es necesaria la aprobación de las 
organizaciones más representativas de empresarios y de trabajadores. No comprendo 
por qué no alcanzaba con recabar la opinión de estas organizaciones. En este caso, me 
parece que podría concluirse que la ley queda subordinada el convenio colectivo o a los 
Consejos de Salarios y, francamente, no sé si esa es la mejor solución. 


Reitero que si el Poder Ejecutivo, que es el titular de la política, advierte que en esa 
rama existen las condiciones necesarias para avanzar en esa dirección y tiene la voluntad 
de hacerlo, debe hacerlo; sin duda, puede equivocarse, pero el Poder Ejecutivo siempre 
puede equivocarse; de hecho, muchas veces se equivoca. 


«O 


Por tanto, el artículo 32 me genera alguna prevención. 


SEÑOR VIVIAN.- Saludo la iniciativa del Poder Ejecutivo, que es fruto del diálogo 
social. Creo que una cantidad de leyes que hoy brindan una mejor calidad de vida a los 
uruguayos y a las uruguayas fueron fruto del diálogo social iniciado en el período anterior. 
Por supuesto, esas leyes tuvieron un tratamiento parlamentario, pero los temas legislados 
en ellas fueron fruto del intercambio alcanzado en ese diálogo. 


He tenido oportunidad de estar en el exterior, y allí nos preguntan cómo se 
caracteriza y se compone ese diálogo social. Creo que tiene la impronta de los partidos 
políticos, de las organizaciones sindicales, de los empresarios y de los jubilados que no 
se da en todos los países de América Latina, y que al mundo del trabajo, al mundo 
empresarial, le hace muy bien. Es con muy buen espíritu que se lleva adelante. 


Este proyecto es el resultado de ese diálogo, de ese intercambio, y logra evacuar un 
problema estructural que tiene el país. Uruguay es un país envejecido y, por tanto, tiene 
un alto potencial de conocimiento de los veteranos que pertenecen al otro Uruguay, al de 
la década del cincuenta, del sesenta. Como alguien dijo alguna vez, esta gente vino al 
puerto con su valija llena de conocimientos. Nuestro país está compuesto de inmigrantes 
con muchos conocimientos. 


Este proyecto utiliza el potencial de conocimiento de la población envejecida; 
combina esa población envejecida con los trabajadores jóvenes que existen en el país. 
Este trabajo se hace combinando ese conocimiento en base a determinados códigos que 
existen en el mundo del trabajo y que van más allá de los libros. El proyecto de INEFOP, 
de la Cámara de la Construcción y del SUNCA contemplaba ese espíritu. 


Pienso que no hacen bien ciertas declaraciones realizadas por la delegada de los 
empresarios en el BPS, Elvira Domínguez. No me parece correcto que antes de que se 
ponga en práctica, se esté avizorando que no va a funcionar. Todo es mejorable en la 
vida. 


El hecho de combinar el conocimiento con la gente que está jubilada y en 
condiciones psíquicas y físicas de poder aportar, le hace muy bien al país. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El consentimiento es 
parte del diálogo y del intercambio de los actores del proceso. 


Por un lado, tenemos el reclamo del sector empresarial de tener la máxima 
flexibilidad para implementar este proyecto con agilidad, con rapidez y con efectividad, y 
por otro, la prevención de los trabajadores de que no se utilice mal este recurso, 
sustituyendo trabajadores activos por jubilados. 


Existen dos niveles de consulta: el de los jubilados, que sería una mera consulta, y 
el de los trabajadores, que refiere a un acuerdo. Esto no implica deponer potestades del 
Poder Ejecutivo -sabemos que podríamos enviar un proyecto sin consentimiento de 
nadie-, sino que es la contrapartida de la flexibilidad que se le otorgó al sector 
empresarial para la contratación, partiendo de los términos en que se inició esta discusión 
y de las resistencias -diría culturales- que existían en la sociedad uruguaya respecto a 
hacer compatible trabajo y jubilación. Existen elementos que van surgiendo de la 
negociación y garantías que las partes solicitan para encontrar un equilibrio. Por eso yo 
decía que el proyecto es, precisamente, el resultado del equilibrio, de la interacción entre 
los sectores sociales. 


Ayer mencionaba en la Cámara de Industrias que más del 60% de los convenios 
colectivos establecen cláusulas vinculadas a la formación y capacitación profesional, 
acordadas entre empresarios y trabajadores. O sea que esta necesidad está internalizada 
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por los actores sociales. Salvo que esto se plantee en sectores con claras situaciones de 
crisis estructural -por ejemplo, en el sector textil, donde lo más probable es que el 
sindicato no se ponga de acuerdo-, en términos generales, las solicitudes de contratación 
de jubilados van a provenir de los sectores que tienen demanda y los trabajadores lo 
saben. Esto implica una garantía y, sobre todo, trabajar sobre la generación de 
consensos porque esas son las políticas que luego adquieren solidez. Las políticas 
impuestas a la larga terminan siendo cuestionadas por una parte y por la otra. 


Los presidentes de las Cámaras de Industrias y de Comercio, fueron fuertes 
impulsores de esta iniciativa y, a su vez, los trabajadores no opusieron reparos 
significativos. Quizás el reparo más importante fue que hubiera cobertura de seguridad 
social porque eso sí implicaba un diferencial y una caída en la protección social, que 
tampoco el Gobierno estaba dispuesto a aceptar. Por tanto, creemos que el equilibrio 
alcanzado es el mejor. 


SEÑORA  PANDIAN!I.- Quisiera referirme a cómo podemos evaluar el 
funcionamiento de este proyecto de ley en el futuro. 


Como bien decía el señor Diputado Abdala, no se trata de aprobar una ley por 
aprobarla, ni de hacer programas por hacerlos. Aquí se está introduciendo un concepto 
que está tomando mucha fuerza: el seguimiento y la evaluación de los programas, 
proyectos y normas que se van aprobando. Más allá de que existe compatibilidad con 
otras actividades, aquí estamos hablando de una compatibilidad dentro de una misma 
filiación que, además, tiene el componente de poder integrar jóvenes y de resolver 
situaciones planteadas por diferentes sectores en un ámbito de debate y de aporte que 
tiene como objetivo la profundización democrática. 


Al final del proyecto hay un artículo que habla de un ámbito de seguimiento que nos 
permitirá en dos años evaluar si funcionó o no y si tenemos necesidad de extenderlo o no 
según la coyuntura, o de plantearlo como una aplicación permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar al segundo punto del orden del día: 
"Prestaciones de Seguridad Social.- Modificación del sistema de ajuste de los montos 
mínimos y máximos". 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que todos 
conocemos la historia de la asociación entre las prestaciones de seguridad social y el 
salario mínimo nacional. Ustedes recordarán que en determinado momento se presentó 
una queja ante la Organización Internacional del Trabajo relativa a la evolución del salario 
mínimo, dado que este era, además, el indicador de ajuste del resto de las prestaciones 
de seguridad social. En su momento, esto se resolvió asociando la evolución de las 
prestaciones a la BPC, Base de Prestaciones y Contribuciones. Resuelta esta situación, a 
través de un proyecto de ley se establecieron los mecanismos de fijación de la BPC, que 
eran extremadamente amplios, dado que podía ser fijada tomando como base más 
menos veinte el Índice de Precios al Consumo del período, o en más menos veinte el 
Índice Medio de Salarios. Obviamente, esto generaba al Poder Ejecutivo una posibilidad 
extremadamente amplia de establecer el valor de la Base de Prestaciones y 
Contribuciones, con todo lo que ello significa en materia de ajustes de las prestaciones de 
seguridad social, además de la recaudación impositiva. El valor se fijaba a través de un 
Decreto, en acuerdo entre los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo y 
Seguridad Social. 


En los últimos años, a excepción de los años 2009 o 2010 -si no me equivoco-, en 
términos generales el valor de la BPC se fijó considerando el promedio entre el IPC y el 
IMS. En la medida en que el Índice de Precios al Consumo y el Índice Medio de Salarios 
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no estuvieron extremadamente separados -si bien hubo un crecimiento notorio del salario 
real, el margen fue manejable-, no se nos planteó la necesidad de evaluar la posibilidad 
de modificar los criterios para establecer los indicadores en uno u otro caso. 


En los dos primeros años de este período de Gobierno, efectivamente hubo una 
diferencia notoria entre el crecimiento del Indice Medio de Salarios, que fue 13.5 en 2011 
y 15.3 en 2010, y la evolución del IPC del orden de 8 y fracción en los dos años. Quiere 
decir que la diferencia entre la BPC y el IMS fue importante. Esto implicó un intercambio 
con el Ministerio de Economía y Finanzas durante todo ese tiempo, a fin de encontrar un 
mecanismo que, por un lado, no alterara sustancialmente la recaudación, en la medida en 
que toda la previsión financiera y presupuestal del Ministerio de Economía y Finanzas 
esté hecha sobre la base de determinado nivel de ajuste de la BPC y, por otro, no 
implicara un deterioro del nivel de prestaciones que otorga la Seguridad Social. Me 
refiero, básicamente, al seguro por enfermedad, al seguro por desempleo, a las 
asignaciones familiares y demás. 


En virtud de la apertura -que es un dato bueno, en tanto significa recuperación real 
de jubilaciones, pensiones y salarios-, el acuerdo que alcanzamos al inicio de este año 
tenía que ver con establecer dos indicadores. Uno de ellos para las prestaciones de 
seguridad social, fundamentalmente, las que acabo de mencionar, que son las que 
consideramos más importantes. Quiero recalcar que esto también fue producto de un 
diálogo con los actores sociales, con las organizaciones de jubilados y trabajadores, en el 
que establecieron cuáles eran, a su criterio, las prestaciones más importantes que había 
que proteger. Por otro lado, se tuvo en cuenta que no se alterara la recaudación, 
fundamentalmente la de la Dirección General Impositiva, porque la fijación de la BPC 
afecta, por ejemplo, el monto no imponible del IRPF. 


Concluimos que lo mejor era, para un caso, continuar utilizando el indicador de la 
BPC y, en el caso de las principales prestaciones de seguridad social, ajustarlas en 
Unidades Reajustables, que es lo mismo que ajustarlas por el Indice Medio de Salarios. 
En el proyecto no hicimos referencia al Indice Medio de Salarios porque, en realidad, hoy 
no hay nada que se ajuste por IMS; sí hay valores que se ajustan por UR y otros por 
BPC. 


Esta solución contó en su momento con el acuerdo de las organizaciones sociales 
más representativas de trabajadores y jubilados. Creo que es una solución positiva, dado 
que separa las previsiones presupuestales y financieras que corresponden al Ministerio 
de Economía y Finanzas, teniendo en cuenta que no tengan un impacto negativo, como 
actualmente está sucediendo. En la medida en que esta iniciativa aún no se ha aprobado, 
se sigue tomando como referencia el ajuste de la BPC y hoy hay trabajadores que han 
superado los topes para acceder a las asignaciones familiares y, por lo tanto, no las están 
cobrando. Como este proyecto establece la retroactividad al 1? de enero de este año, el 
BPS tendrá que recalcular muchas prestaciones y, en todo caso, deberá pagar 
asignaciones familiares a algunos trabajadores que ahora no las están percibiendo. 
Cuando se aplique el criterio de ajuste por UR se ampliará el universo de beneficiarios de 
múltiples prestaciones, tales como la prima por antigúedad en el caso de los jubilados. 
Asimismo, a quienes se les haya liquidado seguro de desempleo o seguro de enfermedad 
aplicando el mecanismo de la BPC, habrá que reliquidarle la diferencia teniendo en 
cuenta el ajuste por UR. Naturalmente, el Banco de Previsión Social está preparado para 
esta tarea. Esperamos que este proyecto de ley tenga aprobación parlamentaria lo más 
rápidamente posible; reiteramos la premura al respecto. 


Esta es la solución que hemos encontrado. Creemos que con esto se elimina para 
adelante la tensión natural que se produce por la utilización de un mismo indicador para 
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elementos que son notoriamente diferentes. Uno tiene que ver con la aplicación de 
tributos de distinto tipo -yo puse un ejemplo, pero hay otros tributos que se ajustan de la 
misma manera- y, el otro, es el relativo a las prestaciones de seguridad social, que son de 
mucha importancia. En nuestra opinión, el crecimiento del Indice Medio de Salarios 
estaba haciendo que muchas personas dejaran de percibir estas prestaciones, dado que 
superaban los topes. En algún momento, si la evolución del salario real continúa 
creciendo, esto va a suceder. Como ustedes saben, los salarios han crecido en función 
de la negociación colectiva y de la fijación de salarios en el marco de los Consejos de 
Salarios, pero también por un efecto muy importante de la demanda y de los elementos 
que mencionábamos cuando nos referíamos al proyecto anterior. Hoy estamos 
culminando un trabajo relativo, precisamente, al deslizamiento de los salarios en relación 
a la fijación de laudos en el Consejo de Salarios. Me refiero a que en muchos sectores de 
actividad se paga por encima de los laudos. Entonces, en tanto se pague por encima de 
los laudos, es probable que algunas personas, en la medida en que mejoran, dejen de 
percibir algunas prestaciones, por ejemplo, las que otorga el Ministerio de Desarrollo 
Social. Conceptualmente está bien que si la persona mejora, algunas prestaciones 
caigan, pero aquí estamos hablando de prestaciones básicas de la seguridad social, 
como son el seguro de enfermedad, que cubre al trabajador cuando está enfermo, el 
seguro de desempleo, que lo cubre por determinado tiempo cuando está desempleado, y 
la prima por antigúedad que fue un reclamo histórico de las organizaciones de jubilados, 
que fue eliminada en el período de la dictadura y luego repuesta en el período anterior, 
cuando nos tocó compartir esta Cámara de Diputados. 


Básicamente, esos son los elementos conceptuales. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La reflexión apunta, por un lado, a ilustrar en términos 
prácticos de qué manera impactaría la aplicación de esta ley con relación al régimen 
actualmente vigente. 


Específicamente, en el inciso segundo del artículo 1% del proyecto de ley, se 
describe cuál es el procedimiento para obtener el valor del tope de las prestaciones a que 
hace referencia el artículo 2%, esto es: el subsidio por enfermedad, el subsidio por 
desempleo, los montos e ingresos máximos para acceder a las llamadas asignaciones 
familiares contributivas y el monto para acceder a la prima por edad. Según lo que aquí 
se establece, el razonamiento que debe seguirse para obtener el valor de la prestación 
sería tomar el monto máximo, es decir, el tope fijado a diciembre de 2011. Tomamos 
como ejemplo el tope del subsidio por desempleo, en la causal "Suspensión total", que 
está fijado en el equivalente a 8 Bases de Prestaciones y Contribuciones, lo que 
significaría un monto de $ 17.808. Para ver cuál sería ese tope a partir del 1? de enero del 
año 2012, tenemos que dividir esa cifra entre el valor de la Unidad Reajustable al mes de 
enero del año 2011 -en el caso estaba en $ 478,63- ; de allí obtenemos que el tope sería 
equivalente a 37,2 Unidades Reajustables, que luego, multiplicado por el valor de la 
Unidad Reajustable de enero del año en curso, 2012 -que está en el monto de $ 598,90-, 
nos arroja una cifra de $22.282. Eso significa un procedimiento que directamente 
impacta, a partir de este año, tomando en consideración el incremento del Indice Medio 
de Salarios experimentado en el año 2011. 


Si comparamos el monto de $ 22.282 con el que está actualmente está vigente, 
tomando en consideración las 8 BPC a $2.417, la cifra máxima del subsidio es 
equivalente a $ 19.336. Por lo tanto, estamos hablando de una diferencia de $ 2.947. Y si 
hallamos la relación entre los $ 22.282 y los $ 19.336, la diferencia es el 15,23%, que 
responde precisamente al incremento real del Indice Medio de Salarios en el año 2011. 


sia 


Nos parece interesante ilustrar sobre este aspecto, por cuanto responde al propósito 
de hacer impactar en el año 2012 ya directamente este incremento en el procedimiento 
de cálculo. 


Si tomamos en consideración, por ejemplo, las asignaciones familiares, 
específicamente las mal llamadas "contributivas", que son las que están reguladas por el 
Decreto- Ley N* 15.084 -que por una modificación que hubo a través de la Ley N* 16.697, 
del año 1995, se estableció un tope máximo de ingresos del núcleo familiar en el 
equivalente a 10 Salarios Mínimos Nacionales de entonces, luego 10 BPC, esto es hoy 
día $ 24.170- y aplicamos el proyecto de ley a este caso concreto, estaríamos hablando 
de un ingreso de $ 27.853. De modo que núcleos familiares que tienen ingresos entre 
$ 24.170 y $ 27.853, que hoy no están percibiendo el beneficio de la asignación familiar, 
pasarían a ser beneficiarios como consecuencia de la aplicación de proyecto de ley, en 
virtud de quedar dentro de esa franja de ingresos. Naturalmente, también en este caso 
impacta en el monto de las asignaciones familiares, que está fijado para los menores de 
edad en el equivalente a 8% de la Base de Prestación y Contribución, que con el régimen 
vigente son $193 mensuales y, con el criterio propuesto, pasarían a ser $223 
mensuales. 


Creo que estos números ilustran acerca del impacto real que esto tiene ya, en el año 
2012, y hacia adelante nos genera un marco de previsibilidad mayor, tanto en los 
aspectos que tienen que ver con las finanzas públicas, como en los relativos a 
prestaciones de actividad muy ligadas a la evolución de los salarios, como 
indudablemente son las prestaciones por subsidio por enfermedad y por subsidio por 
desempleo. Las relativas a las pasividades están, según el artículo 67 de la Constitución 
en la reforma del año 1989, ligadas a la evolución del Indice Medio de Salarios, de modo 
que, de alguna forma, también estaríamos aproximando todo el mecanismo de 
revaluación de las prestaciones de seguridad social al régimen que tienen las pasividades 
por disposición constitucional. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo el sentido del planteo. Además, esta fue una discusión 
que se dio en el mes de enero, cuando llegaba el momento de hacer el ajuste de la BPC, 
y en esa instancia hubo voces en un sentido desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y el BPS, y, en otro, desde el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Quiero hacer dos preguntas concretas que tienen que ver con algo que explicó 
recién el doctor. No me queda muy claro en qué medida el efecto es positivo o favorable 
para los trabajadores siempre. Lo ha de ser, peor no me queda claro cómo. En la medida 
en que la UR ahora viene a sustituir a la BPC, en términos de ajustar a la BPC de la 
manera más conveniente para los trabajadores, que es por el Indice Medio de Salarios, 
obviamente eso afecta favorablemente el monto del beneficio; ahora, se supone que 
también tiene que elevar el límite en cuanto a los beneficiarios, en cuanto a la 
accesibilidad. 


Entonces, no entiendo cómo al mismo tiempo aumenta el monto y los beneficiarios, 
por ejemplo, en el caso de las Asignaciones Familiares, donde antes existía un límite, 
marcado por BPC, o de la prima por edad, a la que creo que acceden los jubilados 
cuando ganan menos de tres BPC. Ahí advierto una diferencia conceptual, que es 
personal y no estoy diciendo que exista en la realidad. Es decir, mi duda es de qué 
manera este mecanismo, que se supone es ajustar la unidad de medida en términos 
convenientes, porque mejora el monto de la prestación, al mismo tiempo es conveniente 
porque permite que accedan más al beneficio, cuando en realidad debería estar subiendo 
el límite para acceder al beneficio o estableciendo el ingreso de salarios o de pasividades 
a un nivel más alto, en función de que la unidad de medida también aumenta. 
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Mi segunda duda es qué pasará con la BPC, si seguirá utilizando, para qué; 
probablemente sí, y por eso pregunto. 


También quiero saber qué pasaría con las franjas de las pasividades para 
determinar el descuento de lASS, que hoy también están establecidas en BPC. La 
aplicación de este mecanismo, ¿liberará a algunos pasivos del pago de este impuesto en 
la medida que las franjas aumentarían? En efecto, si antes las franjas se calculaban por 
BPC y ahora se hará por Unidades Reajustables, ¿las franjas aumentarán y, por lo tanto, 
quedará más gente por debajo del mínimo no imponible? 


SEÑORA PANDIANI.- En el proyecto se habla de montos y de topes máximos y 
mínimos; esto tiene que ver con cuántas personas quedan incluidas en estos beneficios. 


Todas estas prestaciones están directamente asociadas a trabajo, es decir, son 
sustituciones de salarios por una u otra razón. En el caso de Asignaciones Familiares, se 
trata de la cobertura de salario de trabajadores con una carga familiar y en el caso de las 
primas por edad de una cobertura especial para trabajadores con determinada edad. La 
prestación siempre está asociada a trabajo. 


El proyecto pretende que esa influencia que tiene el Índice Medio de Salarios en los 
salarios se refleje en estas prestaciones, y por eso fueron elegidas estas y no todas. 


En el caso del seguro por enfermedad, se habla de topes. Como se recordará, 
existe una ley -que menciona el proyecto- que va subiendo una escala, y en este caso se 
respeta. Por eso, se aumenta ese tope, no solo del monto, sino el que permite el ingreso 
al subsidio por enfermedad y, al aumentarlo, crece la cantidad de gente que estaría 
incluida. Esto pasa en todos los casos. Por ejemplo, en el seguro de desempleo, veíamos 
que había un tope máximo de ingresos, establecidos en ocho BPC, que hasta ahora 
estaba topeado por el índice de inflación, por lo que no acompaña el aumento salarial. Al 
pasar la base de cálculo a Unidades Reajustables, estaríamos acompañando el aumento 
salarial y el trabajador en el momento de recurrir al seguro por desempleo y cuyo ingreso 
esté afectado por los topes, la prestación estará más acompasada a la evolución del 
salario. 


En el caso de Asignaciones Familiares el ejemplo es muy claro. Históricamente se 
estableció un tope en seis salarios mínimos nacionales para obtener una Asignación 
Familiar, que sería del 16% del salario. 


SEÑOR ABDALA.- Sí, pero las Asignaciones Familiares no están calculadas en 
BPC. 


SEÑORA PANDIAN!.- Sí, porque esta referencia es histórica y fue modificada por la 
norma que sustituyó el salario mínimo nacional por BPC. Por eso el monto está 
establecido en BPC, pero conforme a este proyecto estas BPC reajustarán en base a 
Unidades Reajustables. Esas seis BPC reajustarían en Unidades Reajustables y el tope 
máximo de diez, también, lo que marca una diferencia del monto de Asignaciones 
Familiares, que puede ser de 8% o 16%, en el caso de salarios más bajos, o un tope de 
máximo de ingresos que estaría en diez BPC. 


En definitiva, sí se estarían modificando los topes de ingresos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El ajuste se hará por 
BPC y, probablemente, por el IPC, por inflación; no recuerdo si el año pasado ya se 
ajustó así. En ese caso, se aportará por la ganancia de jubilación y de salario. 


SEÑOR ABDALA.- Es decir, se mantiene vigente. 


Sie 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Sí, para todas las 
prestaciones que no devengan de aspectos vinculados al salario, sino a la política 
tributaria. En ese sentido, en mi opinión, el mecanismo es neutro en la medida que 
acompaña la evolución de la inflación. 


Es decir, este problema se generaría de algo positivo, porque las jubilaciones, 
pensiones y salarios crecen notoriamente por encima de la inflación, y por esa diferencia 
se va a aportar un adicional en la medida en que la BPC ajuste exclusivamente por el 
Indice de Precios al Consumo. 


Este año se ajustó por IPC; es decir, no se afectará el ingreso real de trabajadores y 
jubilados, porque se ajustará por IPC y, por tanto, lo que pagará adicionalmente será por 
ganancia salarial. Independientemente del mínimo no imponible o del porcentaje no 
gravado, si gano más, me descontarán más. Esto es consistente con la filosofía, más allá 
de que se comparta o no, de la reforma tributaria. 


Lo que no podía suceder era que para el caso de las prestaciones de seguridad 
social se adoptara el mismo criterio, porque devienen del salario y, por eso, entendimos 
-y coincidimos- que debían ajustarse por los indicadores de evolución del salario. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero plantear un tema ajeno a la convocatoria y que no 
pretendo abordar hoy. 


Simplemente aprovecho la presencia del señor Ministro para dejar constancia de 
que está pendiente -como le consta al señor Presidente de la Comisión y al propio señor 
Ministro, porque lo conversamos informalmente- una comparecencia del señor Ministro, 
en la que hemos insistido que viniera él personalmente, tomándose el tiempo que fuera 
necesario, para hablar de las cajas paraestatales, en particular de la Caja Bancaria y 
Profesional, que viven situaciones bien distintas. 


Nos interesa mucho hablar de estos temas con el señor Ministro en una instancia 
posterior. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El señor Diputado 
Abdala me transmitió esta preocupación en el Sindicato Médico del Uruguay y le comenté 
que la Caja Bancaria hace unas semanas nos hizo, en la medida que somos el organismo 
que regula el funcionamiento de las cajas paraestatales, una presentación de la evolución 
de la recaudación, a partir de que se aprobara la ley correspondiente en la Legislatura 
anterior. Diría que esta evolución muestra indicadores altamente positivos, después de la 
necesaria asistencia que aprobara en su momento el Parlamento para lograr el equilibrio 
finalmente de la Caja Bancaria. Sería muy interesante concretar esa instancia; podemos 
coordinarla después. 


Quizás lo mejor sea que, en el caso de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias, nos acompañen sus representantes cuando hagamos esta presentación que 
creo que será muy ilustrativa para la Comisión; hay que considerar que el Parlamento 
tuvo una intervención muy directa en la aprobación de la ley. 


En cuanto a los otros dos casos, podemos venir solo nosotros o comparecer 
acompañados por los representantes del Poder Ejecutivo en las Cajas Notarial y de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo haremos de la forma en que usted lo disponga y cuando 
le quede bien, señor Ministro. 


Les agradecemos mucho que hayan concurrido a la Comisión. 
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(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


